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      Introducción


      El título que doy a esta obra emula el célebre libro Historia verdadera de la conquista de la Nueva España (1632) del conquistador español Bernal Díaz del Castillo, quien lo escribiera alrededor de cuarenta años después de que terminó la campaña de la conquista de aquel territorio. Me identifiqué con el referido título y autor porque el principal interés que motivó al regidor para escribirlo resulta ser el mismo que me impulsa a mí: aclarar y corregir versiones falsas y equivocadas que se han difundido con otros intereses y propósitos. Por eso quiero dejar por escrito mi relato, como testigo presencial, sobre la realidad de cómo se dieron los hechos el 31 de enero de 1980 en la Embajada de España. Escribo con el único interés de que prive la verdad.


      Lo hago casi cuatro décadas después de que sucedieron los eventos descritos, al igual que Bernal Díaz del Castillo, quien probablemente se vio en similar necesidad de aclarar hechos y detalles de su experiencia que otros habían tergiversado. Sin embargo, reconozco la conveniencia de hacerlo hasta ahora, ya que durante estos años siguieron surgiendo eventos vinculados con esa distante tragedia que bien merecen ser apreciados en su conjunto para empezar a entender sus consecuencias.


      Todo suceso de la magnitud que hoy relato tiene siempre un “antes” y un “después”, para poderse comprender.


      He quedado impresionado investigando y desvelando tanto hecho doloroso y cruel que le tocó sufrir a mi generación. Dispuestos en secuencia cronológica el lector podrá apreciar cómo lo sucedido en la Embajada de España no puede ser tomado como coincidencia o casualidad. Por el contrario, todo se integra como parte de un plan, eso sí, mal ejecutado, que al salirse de control falló aparatosamente causando una tragedia. Aun así se trató de sacar provecho a esta desgracia. Estos intentos mantuvieron el caso activo, pero nunca existió la voluntad política para investigarlo judicialmente sino hasta 2014.


      La toma de la Embajada de España y posterior quema fue una acción violenta, producto del enfrentamiento armado que se vivía en Guatemala desde 1960, en el cual las facciones rebeldes que se esforzaban en obtener el poder por la fuerza de las armas luchaban en contra del Estado y los distintos cuerpos de seguridad que defendieron la institucionalidad y la soberanía de la nación y la ley a lo largo de varios y distintos gobiernos.


      Fue un hecho cargado de pugna ideológica no solo a nivel local sino también internacional, como producto de la Guerra Fría, que dejó trágicas consecuencias con gran pérdida de vidas y daños materiales.


      El hecho que relato se dio en los tiempos más complicados del conflicto armado y generó posteriormente un debate interminable sobre lo sucedido. Al principio, fue entre el gobierno de turno de cada época y los grupos insurgentes. En el tema concreto de la Embajada de España la población civil (dentro de la cual me incluyo) se esforzó por defender la verdad de los hechos y denunciar las mentiras que se decían sobre lo acontecido. Lamentablemente, pareció no haber logrado ningún resultado.


      El presidente Lucas García acusó la acción como una obra de la insurgencia terrorista, en complicidad con el embajador español, pero después de ser depuesto García por un golpe de Estado el 23 de marzo de 1982, los siguientes gobernantes no quisieron vincularse al gobierno anterior, y prefirieron evadir cualquier comentario sobre el hecho. En los años siguientes continuó la discusión del caso de la embajada, especialmente en cada aniversario. Los grupos de izquierda del país aprovechaban la ocasión para atacar por este suceso a los gobiernos que siguieron. Los grupos insurgentes lograron con éxito hacer creer su versión en el ámbito internacional, aunque la discusión sobre la embajada siempre se centró en dos hechos concretos: a) Quiénes fueron los responsables de iniciar el fuego y b) Cuál fue la responsabilidad del gobierno español y de su embajador en Guatemala, Máximo Cajal, en lo sucedido.


      Aunque se tuviesen las respuestas correctas a dichas preguntas, poco cambiarían las consecuencias de lo sucedido. Tampoco me devolverán a mi amado padre, Adolfo Molina Orantes, quien fue una de las víctimas durante la toma de la embajada.


      Ante el presupuesto de la impunidad y la falta de una investigación real y objetiva, el clamor por la verdad sigue vigente. Al final de este relato quedará claro que lo acontecido conlleva un fondo mucho más complejo que se ha escondido en la discusión de los detalles de los hechos, siempre con fines e intereses económicos y políticos.


      Varios predicados, en un inicio inaceptables para algunos, se han ido esclareciendo con el transcurso de los años. Por ejemplo, que fue el Ejército Guerrillero de los Pobres (EGP) el que planeó y dirigió la toma de la embajada. Al principio la insurgencia lo negó enfáticamente: sostenía que solo campesinos indígenas y estudiantes universitarios habían ejecutado la acción. La justicia parcial, sesgada, de la sentencia emitida en 2015 por el Tribunal B de Mayor Riesgo, que condenó a un solo miembro de la Policía responsabilizándolo de todo lo sucedido, dejó más interrogantes que respuestas. Hay responsabilidades que no fueron declaradas y que jamás lo serán puesto que la mayoría de los involucrados ya falleció.


      En un inicio, las circunstancias en las cuales se dieron los hechos eran más claras, ya que estuvieron presentes cientos de curiosos, reporteros, periodistas y hasta telenoticieros que filmaron los sucesos. Pero muy pronto la opinión pública se vio confundida por una campaña de desinformación y noticias falsas, tanto local como internacionalmente. La polarización ideológica del país y del resto del mundo alineó las opiniones según la afinidad política.


      Esta polarización continúa tan vigente en nuestra sociedad como el primer día. El único punto medio que existe es el de la indiferencia o la ignorancia. No contribuye tampoco que los acontecimientos de finales de los años setenta y principios de los ochenta sean del todo desconocidos para una población menor a los cincuenta años de edad, que son mayoría.


      Ha representado un verdadero reto para mí tratar de ilustrar esta obra con opiniones y datos de los hechos que no me constan personalmente o que son de índole distinta a mi testimonio y relato, ya que gran parte de la bibliografía existente se encuentra enmarcada y descrita según la posición ideológica de sus autores, con muy pocas excepciones neutrales y objetivas. Considero que se encuentran dos importantes excepciones: el libro del antropólogo David Stoll, Rigoberta Menchú y la historia de todos los guatemaltecos pobres (1999), y el del historiador Jorge Luján Muñoz, La tragedia de la Embajada de España en Guatemala, 31 de enero de 1980: perspectivas, controversias y comentarios (2007), en los que encontré información objetiva que me ayudó a dar forma y contenido a esta narración y que recomiendo al lector consultar si desea conocimientos más amplios sobre el tema.


      He buscado ser lo más imparcial posible en mi relato, fiel a los hechos tal como los viví, aunque claramente y sin esconderlo tengo un punto de vista personal, primero como hijo de una víctima que murió a causa de las acciones de otros; segundo, como abogado que soy, y tercero, como seguidor de una ideología liberal clásica.


      Bajo ninguna circunstancia, por mucho que pueda haber perdonado, dejaría de señalar o de acusar a cualquier persona que considere responsable en este caso, así haya contribuido en una mínima parte a la muerte de este ser maravilloso y guatemalteco ejemplar que fue mi padre.


      Jamás mi propósito, al defender la verdad y buscar justicia, ha sido motivado por venganza o por interés económico. Con base en mi formación cristiana, no guardo odio en mi corazón hacia aquellos que considero fueron responsables, pues creo en una justicia superior a la humana.


      Simplemente quisiera que algún día se acepten sin mentiras los hechos, como verdaderamente sucedieron, y los mismos sean analizados al tenor de la verdad.


      Es justo que las generaciones actuales y venideras puedan conocer y analizar este caso en forma objetiva y real, para que nuestra sociedad logre sanar y comprender que no son este tipo de acciones violentas las que traerán soluciones a nuestras diferencias. Es mi deseo que hechos como éste nunca se repitan.

    

  


  
    
      CAPÍTULO I


      No todo está dicho y no todo lo dicho es verdad


      Debo separar los acontecimientos según correspondan al escenario político internacional o local. Otros tienen que ver específicamente con la toma de la Embajada de España el 31 de enero de 1980.


      En 1978 Guatemala sufría un conflicto armado entre las fuerzas de seguridad del Estado —que lo defendieron bajo el cuño de distintos gobiernos a lo largo de treinta y seis años—, y los grupos insurgentes que buscaban, por medio de una ofensiva armada, obtener el poder y cambiar el sistema. El origen de esta insurgencia se remonta al fallido intento de golpe de Estado en contra del presidente Miguel Ydígoras Fuentes el 13 de noviembre de 1960, cuando algunos miembros del Ejército Nacional, que no compartían ni aprobaban la política del mandatario, quisieron deponerlo.


      Al ser derrotados, los insurgentes escaparon hacia Zacapa, en donde junto a otros compañeros rebeldes se internaron en las montañas de la región para continuar desde allí su lucha. Unos meses después se les sumaron elementos no militares pertenecientes al anterior partido comunista proscrito, Partido Guatemalteco del Trabajo (PGT), que existía en la clandestinidad desde hacía ya varios años. Aprovechando la situación éstos iniciaron junto a los militares rebeldes una lucha armada mal llamada “de guerrillas”. Formaron para ello las Fuerzas Armadas Rebeldes (FAR), una organización que declaró estar en contra del Estado, del sistema político y de sus instituciones militares además de estar también en conflicto con los sectores productivos.


      La primera etapa de esta lucha fracasó tanto por la falta de apoyo de la población civil en la región donde operaban, como por la eficaz reacción militar del Ejército. Fueron derrotados rápidamente.


      Los sobrevivientes de este movimiento inicial se refugiaron en la capital y en otros centros urbanos para continuar su lucha con otra estrategia y nuevos métodos.


      En este enfrentamiento entre insurgentes y fuerzas del Estado se causó la pérdida de muchas vidas, así como daños materiales a la infraestructura del país por parte de la insurgencia.


      La población civil en su mayoría, aunque estuviese afectada directamente por estas acciones, se encontraba apartada de dicho conflicto y en apoyo a la institucionalidad del Estado y el Ejército. Solo algunos persuadidos por medio del reclutamiento y otros por decisión ideológica propia se unieron a la insurgencia. Los sectores estudiantiles escolares y universitarios, así como los obreros sindicales, se tornaron en una fuente importante de adeptos. Utilizaron como centro operativo las instalaciones de la Universidad de San Carlos de Guatemala, aprovechando la mal entendida autonomía. El resto de la población civil sufría las consecuencias de vivir entre enfrentamientos armados.


      La insurgencia tenía como objetivo, además de los elementos de los cuerpos de seguridad del Estado, a los propietarios particulares de actividades agrícolas, a empresarios e industriales, así como a miembros de la cúpula empresarial. Buscaban financiar su lucha mediante secuestros, robos y asaltos, y atacaban a los empresarios ya fuese como blancos o como símbolos tradicionales del sistema político que combatían.


      En los inicios de los años setenta se dio la segunda etapa de la ofensiva insurgente. Coincidió con la guerra en Vietnam y con el enfrentamiento árabe-israelí, acontecimientos en los que las grandes potencias se involucraron apoyando bandos opuestos. Un elemento nuevo en esta pugna ideológica mundial fue el involucramiento de un numeroso grupo de miembros de la Iglesia católica, en los principios de la teología de la liberación. Esta corriente cristiana fue expuesta por varios sacerdotes sudamericanos en el Concilio Vaticano II y en la Conferencia de Medellín, en 1968. Identificó los principios religiosos con el dogma marxista y propuso un cambio de actitud hacia la población pobre de las naciones, a la que no debía verse con lástima y misericordia, sino educarla para transformar el sistema político. Así fue como, sobre todo en Latinoamérica, quedó establecida la participación del clero en la implementación de la doctrina.


      Para mediados de la década de los setenta, Estados Unidos se retiraba vencido de la guerra en Vietnam. Jimmy Carter fue electo en 1977 a la presidencia de los Estados Unidos, dando un giro radical en la política interior y exterior de su país. Declaró una especial protección a los derechos humanos e implementó medidas de calificación, imponiendo fuertes sanciones a los países que violaran la norma. Impulsó cambios en muchos de los regímenes descalificados e impuso sanciones militares y económicas a varios países, lo cual llevó desequilibrio y caos a varias regiones del mundo, con consecuencias negativas para la paz mundial y para los Estados Unidos. Transformó países que habían sido tradicionalmente aliados en enemigos, tal como sucedió en los casos de Irán y de Nicaragua.


      Finalmente, otra circunstancia internacional que influyó fue el decidido apoyo de Cuba a los grupos marxistas de América Latina. El objetivo de esta exportación de la Revolución cubana era el intervencionismo militar a favor del comunismo en diversos países.


      Este contexto contribuyó a que los grupos insurgentes activos en nuestra región centroamericana se fortalecieran. Guatemala y otros países del istmo sufrían el embate de la política de Carter, especialmente por el embargo impuesto por su gobierno como sanción, el cual les vedó la compra de armamento y equipo militar durante varias décadas. La insurgencia, reagrupada bajo el liderazgo y la dirección de Cuba, lanzó una nueva y más poderosa ofensiva en 1978. Dos años antes, en febrero de 1976, un terremoto de grandes dimensiones estremeció a Guatemala con efectos desastrosos en pérdida de vidas y daños materiales en una gran parte del país. La positiva y loable reacción de la población y del gobierno, que se volcaron en auxilio de los más afectados, incidió en el suspenso temporal de otras acciones, incluidas las del conflicto armado. Fue aquélla una época única en la cual los ciudadanos experimentamos una tregua no declarada.


      Tras el terremoto la presidencia de Kjell Laugerud García (1974-1978) transcurrió sin mayores hechos negativos, hasta que un par de meses antes de entregar el poder, en mayo de 1978, un enfrentamiento entre el Ejército y manifestantes de la población civil de Panzós, Alta Verapaz, dejó muchos fallecidos y motivó fuertes protestas en la capital.


      Ese mismo año dio inicio una fuerte ofensiva insurgente. Se fundó el Ejército Guerrillero de los Pobres (EGP), así como el Comité de Unidad Campesina (CUC), apoyados ambos por sacerdotes católicos progresistas que profesaban los conceptos de la teología de la liberación. Los insurgentes se encontraban ya trabajando en la organización y adoctrinamiento de muchos pobladores del Altiplano principalmente en Quiché, Huehuetenango, San Marcos y Sololá. El EGP también había formado, entre otras organizaciones de base, el Frente Estudiantil Revolucionario Robin García (FERG), integrado por estudiantes reclutados de varios institutos escolares y de la Universidad de San Carlos, principalmente.


      El EGP decidió llevar adelante su guerra a la región de Quiché y aprovechar así una población indígena numerosa a la cual consideraba fácil de anexar a su causa, debido a las condiciones de pobreza en las que vivía. Además, los movimientos de Acción Católica y otros catequistas habían contagiado a la población con sus ideas. Pero no les resultó tan fácil como parecía. Los indígenas se mantenían al margen del conflicto ideológico o de la lucha que existía en otras regiones hasta entonces y lo único que el EGP logró con llevar su presencia insurgente a ese territorio fue atraer la atención del Ejército, que trasladó hacia allí el campo de batalla. La población civil de la zona fue probablemente la que más sufrió con el conflicto, ya que fueron víctimas de ambos bandos.


      Tras la caída del gobierno de Somoza en Nicaragua, en julio de 1979, el nuevo régimen sandinista se sumó al apoyo militar y logístico de la insurgencia en El Salvador y en Guatemala, con lo que la guerra recrudeció a una escala que no se había conocido antes.


      Surgieron nuevas estrategias en la insurgencia centroamericana, orientadas a internacionalizar el conflicto. Los grupos rebeldes enviaron misiones propagandísticas a Europa y a los Estados Unidos y se presentaron en organismos internacionales para dar a conocer su lucha. Cuba, mientras tanto, seguía dirigiendo y apoyando las revoluciones del área, posiblemente siguiendo el manual revolucionario publicado por Régis Debray, filósofo marxista francés recordado por su participación en la Revolución cubana y posterior apoyo al Che Guevara en Bolivia. Debray enseñaba que la mejor forma de propaganda era ocupar oficinas de gobierno y de organismos internacionales, buscando la toma de rehenes importantes, para que sus luchas y reclamos tuvieran difusión a nivel internacional. En Guatemala los insurgentes ensayaron primero con un fallido intento por tomar el Congreso Nacional. Ocuparon luego la Embajada de Suiza el 29 de septiembre de 1978, la Embajada de México en 1978 y la Embajada de España el 31 enero de 1980. No se detuvieron allí. Siguieron inmediatamente con la Embajada de España en El Salvador, el 7 de febrero de 1980; luego la de la República Dominicana en Bogotá, Colombia, el 27 de febrero 1980, y por último la de Brasil en Guatemala el 12 de mayo de 1982. Todas las ocupaciones en el país fueron dirigidas por el EGP con participación del CUC.


      Éste era el ambiente que se vivía al inicio de 1980.


      La cita en la embajada


      Inicio el relato con base en las declaraciones publicadas por Mario Aguirre Godoy, único rehén que logró salir del cautiverio antes del incendio, y los comentarios del abogado Jorge Luis Zelaya Coronado, que aparecen en su libro Vivencias históricas de un político y diplomático guatemalteco, 1942 a 1987 (2010), sobre cómo se originó y preparó la reunión del embajador Máximo Cajal en la Embajada de España con cinco juristas guatemaltecos: Eduardo Cáceres Lehnhoff, Mario Aguirre Godoy, Adolfo Molina Orantes, Alberto Herrarte González y Carlos Humberto Rosales Martínez, a celebrarse el 31 de enero de 1980, a las once de la mañana. Obtuve la lista de los integrantes de una carta que se presentó al presidente Lucas García para informarle sobre las Jornadas Jurídicas.


      Divido la historia en dos eventos que se desarrollaron de forma separada pero simultánea y que luego convergieron, para fatalidad de los juristas, en un mismo día y hora.


      El primero da inicio con la solicitud del entonces presidente del Colegio de Abogados de Guatemala, Carlos Humberto Rosales Martínez, a Mario Aguirre Godoy, abogado en Derecho Procesal y por esas fechas catedrático en la Facultad de Derecho de la Universidad de San Carlos para que, en compañía de otros juristas, se encargara de organizar la celebración en Guatemala de las VII Jornadas de Derecho Procesal Iberoamericano. Aguirre invitó a otros abogados de la universidad a planear el evento y para financiar las jornadas acudió a su colega y amigo Jorge Luis Zelaya Coronado, quien se desempeñaba como secretario general adjunto de la Organización de Estados Americanos (OEA). Según narra Zelaya Coronado en sus memorias, la OEA no contaba con presupuesto para apoyarlos. Pero, tras comentar la situación con la española Tatiana Maekelt, subsecretaria de Asuntos Jurídicos de dicha organización, ella propuso consultar al embajador permanente de España en la OEA sobre la posibilidad de que fuera España la que aportara el financiamiento dada la participación de varios juristas españoles en dichas jornadas. Finalmente, España accede a patrocinar la reunión.


      Convidado por Mario Aguirre a un almuerzo en el Club Rotario, Zelaya viajó a la ciudad de Guatemala. Decidieron contactar a sus colegas, amigos y antiguos profesores: Eduardo Cáceres Lehnhoff y Adolfo Molina Orantes para contarles sobre sus planes y la noticia de que el gobierno español había aprobado la solicitud del financiamiento. Les invitaron a participar en el proyecto a pesar de que ninguno de los dos era especialista en Derecho Procesal. Los colegas accedieron a colaborar en un tema académico-jurídico similar a tantos otros que habían realizado durante sus carreras profesionales. Alberto Herrarte me confirmó que también fue invitado a participar en las jornadas, pero al final no asistió por encontrarse fuera del país, atendiendo las sesiones del Comité Jurídico Interamericano de la OEA en Brasil.


      Al almuerzo del Club Rotario siguió una reunión en las oficinas de la OEA en Guatemala, el 28 de enero de 1980. Allí se dieron cita Aguirre Godoy, Cáceres Lehnhoff, Molina Orantes y Zelaya Coronado, y se sumó Carlos Humberto Rosales Martínez. Acordaron la conveniencia de tratar de agilizar los trámites para la asignación de los fondos, a través de la Embajada de España, y se distribuyeron tareas. A Cáceres Lehnhoff se le encargó coordinar con el gobierno y solicitar al presidente Lucas García su apoyo; Molina Orantes tuvo a su cargo la gestión diplomática con el embajador de España. Según narra Zelaya, le pidió a Hugo Cerezo Dardón, quien estaba a cargo de la oficina, que llamara a la embajada para hacer la cita en nombre de la OEA para los organizadores del evento. La secretaria respondió que el embajador no se encontraba en la ciudad, pero que les recibiría el 31 de enero, a las once de la mañana. Y así quedó fijada la cita.


      No recuerdo exactamente si fue la tarde del 29 o del 30. El embajador español Máximo Cajal López llegó a nuestra casa familiar alrededor de las seis de la tarde. El diplomático le había solicitado a mi padre una visita previa a la reunión del 31 en su oficina. Mi madre lo recibió y, después de saludarla, el embajador le solicitó que por favor fuera ella personalmente quien se hiciera cargo de atenderlos, si hacía falta, ya que deseaba que nadie del servicio doméstico interrumpiera la reunión. La inusual petición dejó muy intrigada a mi madre y apenas se retiró el embajador le preguntó a mi padre sobre cuál era el asunto tan discreto que había llegado a tratar. Mi padre le respondió que él también estaba extrañado, ya que el único asunto que le planteó fue confirmar su participación a la reunión y requerirle que fuera muy puntual a la cita del 31. Mi madre, sorprendida, le aconsejó que anduviera con cuidado con este embajador y que recordara la prevención que le hizo el anterior embajador español Carlos Manzanares y Herrero en una reunión de despedida previa al fin de su misión. El diplomático le comentó que el nuevo embajador tenía reputación de comunista en España, algo delicado por los tiempos que se vivían en Guatemala.


      No se trató de un comentario a la ligera, ya que el embajador Manzanares y Herrero había presentado credenciales durante el periodo en que mi padre era ministro de Relaciones Exteriores y llegaron a tener una buena amistad. Nunca pensamos que estas intrascendentes observaciones llegarían a tener un significado tan importante después, al unir los cabos sueltos.


      Los acontecimientos paralelos


      He completado este texto con base en lecturas y publicaciones de diarios de la época, entrevistas personales y algunos libros, porque muchos de estos eventos e información sobre lo que sucedía, especialmente en el bando insurgente, no eran hechos conocidos públicamente. Hoy, sin embargo, existen libros con versiones de ambas facciones combatientes y otros de historiadores que nos ilustran y logran dar una imagen real y más completa sobre la confrontación armada que aquí se dio. Claro, no está dicho todo ni todo lo dicho es verdad.


      Esta obra se enfoca apenas en una región geográfica específica de donde se desenvolvió el enfrentamiento entre el Estado y la insurgencia. A pesar de que la lucha armada fue a nivel nacional, elegí centrarme en la región Ixil por ser, sus habitantes y el lugar, el origen de los hechos que desencadenaron el 31 de enero de 1980 en la Embajada de España. Es fundamental esta narración para poder entender cómo llegó a realizarse la ocupación y la toma de rehenes. Importante también es conocer quiénes fueron los protagonistas y cuáles los papeles que les tocó desempeñar. Menciono aquí nuevamente al antropólogo David Stoll, quien realizó una investigación muy completa sobre la vida y costumbres de los habitantes de la región Ixil y también sobre los acontecimientos y personajes de esta tragedia.


      Desde el inicio del año de 1972 la facción insurgente Nueva Organización Revolucionaria de Combate (NORC), que en 1978 cambió su nombre a Ejército Guerrillero de los Pobres (EGP), ingresó en la región noroeste del país, en el departamento del Quiché. Específicamente al Triángulo Ixil, conformado por Santa María de Nebaj, San Juan Cotzal y San Gaspar Chajul, tres aldeas que contaban con una numerosa población indígena campesina. Aprovecharon el apoyo de una organización religiosa bastante arraigada en la región, que se había vuelto afín a su lucha, Acción Católica, formada por catequistas católicos locales y extranjeros, españoles en su mayoría, que tenía ya años de trabajar en la zona y gozaba de la confianza de sus habitantes. Trabajaban en ese territorio varias congregaciones católicas como la Orden del Sagrado Corazón de Jesús y los jesuitas. Estos últimos habían formado una organización comunitaria campesina, el Comité de Unidad Campesina (CUC), creada con fines religiosos en un inicio, pero que se convirtió rápidamente en la unidad campesina del EGP.


      El sacerdote jesuita Luis Eduardo Pellecer Faena, quien fuera el comandante Marcos de Guatemala, un insurgente del EGP capturado por el Ejército que acabó brindándoles datos importantes sobre la organización, atribuye la formación del CUC al grupo jesuita. Los lideraba, cuenta Pellecer Faena, el cura jesuita español Fernando Hoyos, principal propulsor de las ideas de la teología de la liberación que en el año de 1981 renunció a la Compañía de Jesús y se incorporó a la lucha armada.


      Este nuevo plan de lucha del EGP, que involucró población civil indígena, fue una estrategia para proyectar una base de validez y fortaleza social a su existencia. Al incorporar al grupo indígena “campesino, oprimido y pobre”, buscaban posicionarse como sus heroicos libertadores, mejorando así su imagen ante la opinión pública local e internacional.


      Sin embargo, los habitantes del Triángulo Ixil estaban en una situación muy particular, distinta a la de otras comunidades indígenas del país. Muchos de ellos eran terratenientes y vivían dedicados a la agricultura, apartados de los conflictos que se daban en otras regiones como la Costa Sur y los centros urbanos.


      Esta región se conformaba por individuos de diverso origen, lenguaje y etnia, aunque la mayoría de ascendencia ixil. Eran pocos los centros urbanos de cierta importancia, predominaban los asentamientos configurados en aldeas, caseríos y viviendas dispersas.


      El EGP se dio a conocer en la región con el operativo del 7 de junio de 1975 en el que ejecutó a un finquero importante en la zona, José Luis Arenas Barrera, apodado el Tigre de Ixcán. Unos días antes habían matado también al comisionado militar Guillermo Monzón. El Ejército no creyó inicialmente en las denuncias de los familiares de las víctimas y les aseguró que en esa zona no operaba la guerrilla. El EGP sostenía ante los pobladores de la región Ixil que las acciones que el Ejército llevaba a cabo en otros lugares del país eran en contra de las poblaciones civiles pobres, cuando realmente eran en contra de la actividad insurgente.


      En el año de 1979, como he mencionado ya en este relato, la lucha insurgente se fortaleció, dando inicio a ofensivas entre diversos frentes tanto geográficos como políticos. Entre sus objetivos principales querían implementar un plan de propaganda internacional de difusión de su lucha para ganar notoriedad, transmitiendo el mensaje de ser los representantes de un pueblo que sufría la opresión de un ejército y gobierno dictatoriales. Pero para ello se necesitaba “una población pobre” que simpatizara con ellos y que les diera la sustentación y credibilidad necesarias.


      En 1979 el EGP ejecutó a otros dos finqueros en el norte de Quiché, Honorio García y Eliú Ramírez. Los familiares de las víctimas denuncian los hechos en las bases militares cercanas. Eso por fin acaparó la atención del Ejército y se inició la llegada de militares a la zona. El Ejército capturó a nueve campesinos y los responsabilizó de los asesinatos, acusándolos de ser miembros de la guerrilla insurgente. Estos campesinos nunca aparecieron, lo cual provocó que sus familiares se avocaran a la insurgencia, específicamente a las organizaciones de Acción Católica, el CUC y el EGP para realizar protestas y denuncias en contra del Ejército y del gobierno, exigiendo la liberación de los desaparecidos. Con la dirección de estas organizaciones proyectaron un viaje de los campesinos familiares de los desaparecidos a la capital a finales de 1979. Se presentaron al Congreso de la República e intentaron ocuparlo. Pero los diputados, indignados por el intento de ocupación violenta, los expulsaron de la sede por medio del personal de seguridad. Ante la recepción adversa a la protesta, los organizadores cambiaron de estrategia y empezaron a manifestarse en otros lugares públicos, como en carreteras y plazas de los pueblos aledaños. Fraguaron entonces un nuevo plan. Les inspiró la toma de la Embajada de Suiza en la capital guatemalteca, el 29 de septiembre de 1978, por sindicalistas de la empresa Duralita, apoyados por el Partido Guatemalteco del Trabajo (antes Partido Comunista Guatemalteco, luego proscrito). Los obreros habían tomado esa medida de presión ante un conflicto laboral de su sindicato y esta industria de capital suizo. La toma de la embajada se resolvió de forma negociada, sin consecuencias personales negativas y con resultados satisfactorios tanto para los rehenes como para los invasores, a quienes se les concedió salir hacia México. Se dio posteriormente una breve ocupación de la Embajada de México sin mayores consecuencias. Las siguientes acciones serían apenas unos días antes de la toma de la Embajada de España.


      El plan de ocupación de la embajada


      En una iglesia de Uspantán se reunió el grupo que incluía a aquellos que irían a la capital y entrarían a la Embajada de España. En una entrevista periodística publicada en el libro de Luján Muñoz se lee que la ocupación de la embajada fue planeada y dirigida por Gustavo Meoño Brenner, el director de la Comisión de Trabajo Amplio de Masas (Cotram) del EGP, quien luego dirigió la Fundación Menchú y el Archivo de la Policía Nacional. El CUC, la Acción Católica, los sacerdotes progresistas de la Iglesia católica que trabajaban en Quiché, así como estudiantes miembros del FERG, se encargaron de reunir habitantes de varias aldeas de Quiché, la Costa Sur y Rabinal, Baja Verapaz. Meoño Brenner los instruyó sobre los planes.


      A mediados de enero de 1980 el grupo salió de Uspantán hacia la ciudad capital, en donde visitaron radioemisoras y diarios para difundir sus denuncias sobre las actividades del Ejército y del gobierno en su región. También trataron de ingresar a las oficinas de la OEA, pero allí les cerraron las puertas y solo les recibieron las pancartas por la ventana. Se trataba de un plan estratégico de propaganda de la insurgencia. Buscaban hacer creer que el Ejército atacaba a población indígena inocente obviando los motivos que provocaban la persecución militar. Varias instituciones los apoyaron en su esfuerzo, entre ellas el Colegio Belga Guatemalteco al que visitaron, ya que la misma orden religiosa del Sagrado Corazón de Jesús tenía desde hacía ya algunos años un proyecto en Uspantán. En la Universidad de San Carlos los recibió un grupo de estudiantes miembros del FERG, que era el brazo juvenil del EGP. Los jóvenes hospedaron, alimentaron y protegieron al grupo mientras llegaba el día de ocupar la sede diplomática. Allí les prepararon los cocteles molotov y las mantas con las consignas que llevarían los campesinos. También recibieron las instrucciones sobre el plan de la toma. Entrarían a la embajada con cuatro estudiantes miembros del EGP. Se separarían en pequeños grupos y se movilizarían en bus para no causar suspicacia. Los escoltarían miembros del FERG. Los detalles se conocieron en el juicio de 2014 por la quema de la embajada, con las declaraciones de Juan José Hurtado Paz y Paz y Víctor Ferrigno, integrante y presidente del FERG, respectivamente. El EGP nunca ha hecho pública la autoría de la ocupación.


      El jueves 31 de enero de 1980 el grupo de manifestantes, dirigido por el FERG, se encaminó desde tempranas horas hacia las inmediaciones de la Embajada de España, en donde estuvo merodeando. A las once de la mañana, justo cuando estuvieron seguros de que habían ingresado los tres abogados visitantes, entraron a la sede. El edificio tenía las puertas abiertas, y cuando terminó de entrar el último ocupante cerraron con llave la puerta. Así lo atestiguan el chofer de Cáceres Lehnhoff y el de mi padre, que se encontraban estacionados frente a la entrada.


      El grupo que ingresó y tomó la embajada estaba conformado de la siguiente manera:


      Por el FERG:


      Tres estudiantes de la Facultad de Derecho.


      Un estudiante de la Facultad de Economía, quien dirigía a todo el grupo.


      Por el CUC:


      Cinco activistas miembros del CUC y del EGP, hombres, provenientes de otras regiones del país.


      Por los originarios del Quiché:


      Dieciocho vecinos de distintas aldeas quichelenses, entre ellos cuatro mujeres y dos menores de edad, todos miembros del CUC y del EGP, según investigaciones de David Stoll.


      Personal diplomático y administrativo de la embajada que fue tomado como rehén:


      Máximo Cajal López, embajador


      Jaime Ruiz del Árbol, primer secretario y cónsul


      Felipe Sáenz Martínez, canciller


      Mary Wilken Molina de Barillas, secretaria


      Miriam Judith Rodríguez, secretaria


      Nora Adela Mena Aceituno, secretaria


      María Lucrecia Rivera de Anleu, secretaria del embajador


      María Cristina Melgar, cocinera en la embajada


      Visitantes tomados también como rehenes:


      María Teresa Vásquez de Villa


      Eduardo Cáceres Lehnhoff


      Adolfo Molina Orantes


      Mario Aguirre Godoy


      De estas cuarenta personas, solamente Mario Aguirre Godoy, Máximo Cajal y Gregorio Yujá Xoná lograron escapar de morir en el incendio. Tras sobrevivir al fuego, Yujá Xoná fue secuestrado del mismo hospital en el que estaba Máximo Cajal, y posteriormente asesinado.


      ¿Quién era el embajador?


      Máximo Cajal López (17 de febrero de 1935-3 de abril de 2014), el diplomático español recién llegado a Guatemala, había desempeñado durante doce meses el cargo de director de la Oficina de Información Diplomática en la cancillería española y antes ocupó un cargo menor en Vietnam. Según la edición impresa del diario español El País del 23 de junio de 1979, el propio ministro de exteriores español, Marcelino Oreja Aguirre, había ofrecido a Cajal la embajada en La Habana, Cuba, pero tal propuesta fue reconsiderada en “instancias superiores” y por ello terminó asignado en Guatemala. Presentó credenciales el 15 de agosto de 1979 y terminó su misión el 6 de febrero de 1980. Permaneció escasos cinco meses y medio. Desde el inicio, Máximo Cajal se interesó en las actividades que las monjas y los sacerdotes españoles desarrollaban en Quiché. Los religiosos le habían informado que tenían problemas con el gobierno por su trabajo con las comunidades indígenas del área. En varias conferencias de prensa hizo pública su nueva política de puertas abiertas: no pondría limitaciones a ninguna persona que deseara ingresar a la embajada y tampoco resguardaría el ingreso con policías, a diferencia de lo que acostumbraba hacer el resto de misiones diplomáticas en el país. El embajador denunciaba constantemente violaciones del gobierno a los derechos humanos. Años más tarde, el entonces presidente Vinicio Cerezo Arévalo, junto a su ministro de Relaciones Exteriores Alfonso Cabrera Hidalgo, declaró con ocasión de la visita de Máximo Cajal López en enero de 1987 que el embajador era su gran amigo ya que les había brindado su apoyo, cuando la Democracia Cristiana guatemalteca era la oposición política en el país. Cualquier otra actividad que hubiera desempeñado en esos cinco meses de labor pasó desapercibida.


      En su libro ¡Saber quién puso fuego ahí! Masacre en la Embajada de España (2002) Máximo Cajal López revela algunos datos, que traslado textualmente para no dejar así dudas sobre su veracidad.


      El 23 de noviembre de 1979 el embajador envía una carta al ministro Oreja Aguirre en la que indica su propósito de hacer una gira por Alta y Baja Verapaz, Quiché y Huehuetenango, “dado el alto grado de conflictividad existente en ellos [departamentos] y para ponderar el comportamiento del campesinado indígena”. Y agrega: “Se da la circunstancia, de que en esos departamentos ejercen su función bastantes sacerdotes y monjas españoles (más de uno amenazado por la extrema derecha), lo que servirá de excusa para justificar mi presencia en la zona, y al mismo tiempo de inestimable fuente de información, pues conocen perfectamente los pormenores de lo que allí sucede” [Cajal, p. 262].


      Sin embargo, según se indica en el libro, el embajador y el secretario y cónsul Jaime Ruiz del Árbol viajan únicamente a Quiché, entre el sábado 26 y el lunes 28 de enero de 1980. El primer día visitan Chichicastenango, San Juan Cotzal y Chajul, donde pernoctan. En la siguiente jornada, Nebaj y Uspantán. Allí duermen la segunda noche. El último día pasan por Sacapulas, donde almuerzan con el obispo de Quiché Juan Gerardi y luego van a Joyabaj, de nuevo a Chichicastenango y de vuelta a la ciudad. El embajador indica haberse entrevistado con nueve sacerdotes españoles.


      El informe sobre el viaje, ya preparado, se encontraba el 31 de enero en el despacho del cónsul Ruiz del Árbol cuando se dio la ocupación y quema. Beatriz de la Iglesia, esposa de Cajal, lo encontró el 2 de febrero. En el video “Quema de la Embajada española, Prácticas II”, que contiene entrevistas seleccionadas para sostener una versión parcializada de los hechos aparece, en el minuto 39, Beatriz de Laiglesia tomando el informe que se lleva consigo. Nunca se hizo público el contenido de ese documento original y solo conocemos la versión que describe Cajal López en su libro (recuperado de <https://youtu.be/BOK3aXIUDBw>).


      La cancillería española, los curas españoles visitados, la misión diplomática que vino al país después de los acontecimientos, y el mismo embajador fueron muy precavidos. Insistieron en que el embajador nunca se había entrevistado con campesino alguno en las aldeas y ciudades que visitó.


      Máximo Cajal también había citado a otras personas para reunirse con él ese 31 de enero del 1980 a las once de la mañana. Una de ellas fue Luis Beltranena Sinibaldi, a quien el embajador citó para tratar asuntos relacionados con la inminente visita a Guatemala de don Dámaso Alonso, de la Real Academia de la Lengua Española. Luis Beltranena Valladares, hijo de Beltranena Sinibaldi, envió una carta relatando todos estos pormenores al director del diario Prensa Libre, Álvaro Contreras Vélez, quien la publicó en su columna “Cacto” el 4 de febrero de 1987. En la misiva, Beltranena Valladares indicaba que su padre había recibido dos llamadas de la embajada esa mañana, recordándole la cita, pero que éste decidió cancelarla apenas una hora antes, por razones personales.


      La periodista del semanario español Cambio16, Soledad Cano, también tenía cita con el embajador a la misma hora, pero llegó tarde y la embajada ya estaba tomada. Cano entrevistó a Máximo Cajal esa noche trágica en el hospital. El embajador de Venezuela aseguró que también había sido citado, pero se canceló en el último momento.


      Retrato de mi padre


      [image: ]


      Adolfo Molina Orantes, Roma, 15 de abril de 1977.


      No es mi intención escribir una biografía como tampoco pretendo detallar la amplia actividad académica y cultural que mi padre desarrolló. Quiero demostrar al lector la relación que sostuvo con España a lo largo de muchos años, pero mencionaré únicamente los hechos notables de los últimos dos, antes de ser escogido como rehén para la ocupación de la embajada.


      Adolfo Molina Orantes (25 de marzo de 1915-31 de enero de 1980) fue un connotado jurista, especializado en Derecho Internacional en la Universidad de Columbia. Destacó desde muy temprano en su carrera. Fue catedrático universitario durante muchos años, decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de San Carlos, presidente del Colegio de Abogados y Notarios, académico numerario y doctor honoris causa de varias universidades nacionales e internacionales. Sirvió al país como consejero de Estado en varios gobiernos y únicamente participó en política partidista en el partido de Adrián Recinos. Dedicó parte de su vida al rescate y protección del patrimonio cultural de Guatemala, como fundador del Instituto de Antropología e Historia (IDAEH) y como presidente de la Academia de Geografía e Historia.
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